
 

 
 

INICIATIVA QUE EXPIDE LA LEY GENERAL PARA LA PREVENCIÓN, ATENCIÓN, 

INVESTIGACIÓN, SANCIÓN Y REPARACIÓN DEL DELITO DE FEMINICIDIO, A CARGO DE LA 

DIPUTADA MARÍA ELIZABETH DÍAZ GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA 

Quien suscribe, María Elizabeth Díaz García, diputada federal de la LXIV Legislatura, integrante del Grupo 

Parlamentario de Morena en la Cámara de Diputados, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción 

II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, 77, 78 y 

demás aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a consideración de esta soberanía, la 

presente iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley General para la Prevención, Atención, Investigación, 

Sanción y Reparación del Delito de Feminicidio misma que se justifica al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

De acuerdo con cifras del Observatorio de Igualdad de Género de América Latina y el Caribe de la Comisión 

Económica para América Latina y el Caribe, en 2019, México ocupó el segundo lugar de 21 países1 en cifras 

absolutas de feminicidios, solo después de Brasil.2 

Los 983 casos registrados durante ese año –con información reportada por el Secretariado Ejecutivo del Sistema 

Nacional de Seguridad Pública (SESNSP)– significan la muerte de 1.5 mujeres por cada 100 mil habitantes, lo 

que nos ubica entre los 10 países más peligrosos para ser mujer en América Latina, en contextos no bélicos. 

De acuerdo con los datos más recientes sobre incidencia delictiva reportados por las procuradurías y fiscalías 

locales al SESNSP, durante 2020 se registraron oficialmente 940 feminicidios en el fuero común. Las cinco 

entidades federativas con mayor número de feminicidios reportados a lo largo del año pasado son: 

• Estado de México: 150 casos 

• Veracruz: 84 casos 

• Nuevo León: 67 casos 

• Jalisco: 66 casos 

• Ciudad de México: 64 casos 

La crisis generada por la pandemia de Covid-19 exacerbó múltiples desigualdades sociales, entre ellas, la de 

género. Aunque las cifras oficiales de feminicidios reflejan una tendencia similar a la registrada en 2019, existen 

datos preliminares que apuntan a un aumento en los casos de muertes violentas de mujeres. 



 

 
 

 

Figura 1. Cifras de muertes violentas de mujeres, 2015-2020. Fuente: Comisión Nacional para Prevenir y 

Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Presentación de la Conferencia Matutina, 27 de enero de 2021. 

Disponible en: https://www.gob.mx/conavim/documentos/presentacion-conferencia-matutina -27-enero-

2021?idiom=es 

De acuerdo con las estadísticas preliminares dadas a conocer por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía 

(Inegi), solo durante el primer semestre de 2020 se registraron 1,844 homicidios de mujeres.3 Si bien las cifras 

reportadas por las fiscalías y procuradurías locales al SESNSP indican -como líneas arriba se apunta- el inicio de 

940 carpetas de investigación por feminicidio, los datos del Inegi revelan una mayor ocurrencia de agresiones 

violentas en contra de mujeres que condujeron a su muerte. 

Del total de homicidios de mujeres reportados preliminarmente de enero a junio de 2020, el Inegi señala que 259 

ocurrieron por ahorcamiento, estrangulamiento y sofocación; 217 por agresión con objeto cortante; 16 por 

agresiones con fuego, humo o llamas; 6 por agresiones con fuerza corporal; y 1,102 por disparo con armas de 

fuego, por mencionar solo algunas causas.4 

Debido al contexto altamente violento para las mujeres que se observa en diversas partes de nuestro país, se ha 

recomendado que la investigación de muertes violentas de mujeres se conduzca conforme a los protocolos de 

feminicidio. La Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), ha establecido en su jurisprudencia que 

en la investigación de estos casos rige la obligación de debida diligencia de las autoridades, por lo que estas tienen 

“(...) el deber de asegurar que en el curso de las [investigaciones] se valorarán los patrones sistemáticos que 

permitieron la comisión de graves violaciones de los derechos humanos”.5 Asimismo, deberán asegurar que los 

procesos se conduzcan “(...) tomando en cuenta la complejidad de los hechos , el contexto en que ocurrieron y 

los patrones que explican su comisión”.6 



 

 
 

 

Figura 2. Homicidios registrados durante enero a junio, por causa desglosada de defunción según sexo, 2020 

(preliminar) Fuente: Instituto Nacional de Estadística y Geografía, Comunicado de Prensa Núm. 27/21, 26 de 

enero de 2021. 

Organizaciones ciudadanas y colectivos como el Observatorio Ciudadano Nacional del Feminicidio (OCNF) han 

denunciado que, al 25 de noviembre de 2020, 2 mil 724 mujeres y niñas fueron asesinadas en nuestro país, pero 

solo 724 casos se clasificaron como feminicidio. Ante el contexto de violencia sistemática que enfrentan las niñas 

y mujeres, y la renuencia de las autoridades a clasificar adecuadamente los delitos, resulta urgente e indispensable 

que dichos los asesinatos de mujeres sean investigados con perspectiva de género y conforme a los protocolos 

especializados en feminicidio. 

Debida diligencia 

Además de principios fundamentales como el de igualdad y no discriminación, y la perspectiva de género, se 

incorpora el principio de debida diligencia, reconocido en la Declaración de las Naciones Unidas sobre la 

Eliminación de la Violencia contra la Mujer y en la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 



 

 
 

Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará). El significado y alcance de este principio 

ha sido determinado por los organismos internacionales de protección de los derechos humanos y en la 

jurisprudencia internacional. 

Este principio internacional obliga a los Estados a “adoptar medidas holísticas y sostenibles para prevenir, 

proteger, sancionar y reparar actos de violencia contra la mujer”, lo que implica una “... responsabilidad tanto en 

el abordaje sistémico de la violencia, con la finalidad de encarar sus causas y consecuencias, como en el ámbito 

individual, la cual impone a los Estados establecer medidas efectivas de prevención, protección, sanción y 

reparación para cada caso de violencia”7 

El estándar de debida diligencia impone a los Estados tres deberes esenciales: 

1. El deber de prevención que abarca “todas aquellas medidas de carácter jurídico, político, administrativo y 

cultural que promuevan la salvaguarda de los derechos humanos y que aseguren que las eventuales violaciones 

a los mismos sean efectivamente consideradas y tratadas como un hecho ilícito que, como tal, es susceptible 

de acarrear sanciones para quien las cometa, así como la obligación de indemnizar a las víctimas...”.8 

Precisamente el deber de prevención sintetiza las obligaciones del Estado Mexicano de atender, sancionar y 

reparar efectivamente la violencia feminicida, pues no basta con el reconocimiento formal de este tipo de 

violencia en una ley, ni es suficiente la tipificación del feminicidio, si ello no va acompañado de medidas 

institucionales que aseguren que no habrá impunidad en estos casos. Lo anterior requiere de investigaciones 

efectivas, implementadas con perspectiva de género, que a su vez garanticen un procesamiento judicial efectivo 

y con ello, la sanción y reparación adecuada del daño. 

Entre las medidas institucionales que el Estado debe adoptar, se encuentran la de prevenir factores de riesgo y 

el fortalecimiento institucional para brindar respuestas efectivas a la violencia contra las mujeres, lo que 

incluiría no solo acciones de sensibilización y capacitación al funcionariado público, sino la conformación de 

instituciones que no admitan la reproducción de prejuicios y sancionen efectivamente todo acto u omisión que 

afecte el deber de prevención del Estado. 

2. El deber de modificar, transformar y poner fin a la aplicación injustificada de estereotipos de género 

negativos, que es, como señalamos previamente, una consecuencia necesaria del deber de prevención. De 

acuerdo con el Comité CEDAW, existe una relación objetiva entre la discriminación, la violencia contra las 

mujeres y el deber de debida diligencia.9 

De acuerdo con la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CoIDH), la creación y uso de estereotipos es 

causa y consecuencia de la violencia de género contra la mujer, “situación que se agrava cuando los estereotipos 

se reflejan, implícita o explícitamente, en políticas y prácticas de las autoridades estatales”.10 

La erradicación de ideas preconcebidas y estereotipos basados en el género es una obligación que nuestro país 

debe cumplir, en términos del artículo 5 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer, que establece el deber de los Estados de “modificar los patrones socioculturales 

de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y prácticas 

consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea de inferioridad o superioridad de 

cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres”. 

3. El deber de investigar y sancionar, cuya función es doble: 1) prevenir la futura repetición de los hechos, y 

2) proveer justicia en los casos individuales. Así, por ejemplo, en el caso Campo Algodonero la CoIDH 



 

 
 

recomendó “usar todos los medios disponibles para hacer que las investigaciones y procesos judiciales sean 

expeditos a fin de evitar la repetición de hechos iguales o análogos”. 

Esta obligación fundamental ha sido claramente incumplida por el Estado Mexicano, pues a partir de los hechos 

que constituyeron el caso Campo Algodonero , los feminicidios en nuestro país no han dejado de ir en aumento, 

lo que es reflejo de las carencias institucionales de prevención, investigación y enjuiciamiento efectivo, así 

como de reparación para las víctimas. 

4. Finalmente, el deber de garantizar una reparación justa y eficaz, que solo es posible mediante la garantía 

de procesos jurisdiccionales imparciales, libres de prejuicios discriminatorios y con personal que valore los 

casos con perspectiva de género. Además, para alcanzar cualquier forma de reparación del daño, es obvio e 

indispensable que las víctimas tengan a su alcance medios efectivos para acceder a la justicia. 

La CoIDH ha determinado que las medidas de reparación deben tener un efecto restitutivo y correctivo que, 

tomando en cuenta el impacto diferenciado que la violencia causa a las mujeres, logre la transformación de las 

estructuras sociales, y la remediación de las situaciones de violencia y discriminación que generan el ambiente 

propicio para la repetición de estos casos.11 

Suicidio feminicida 

Se propone incluir la figura del suicidio feminicida por ser este un efecto de la violencia sistemática que sufren 

las mujeres por razón de género, y que es ejercida principalmente por sus parejas o su núcleo familiar y/o 

comunitario. El menosprecio y maltrato psicológico, sexual, emocional y físico que las mujeres sufren de manera 

cotidiana, forman parte del ciclo de violencia feminicida que puede llevar a su asesinato o suicidio. 

En Latinoamérica, El Salvador es el único país que contempla el suicidio feminicida en una ley de protección de 

mujeres, castigándolo con una pena de 5 a 7 años de prisión. De acuerdo con la Organización de Mujeres 

Salvadoreñas por la Paz -quien apoyó en la elaboración de dicha ley-, este tipo de suicidio se comete “[por el] 

abuso de poder crónico basado en motivos de odio o menosprecio a la condición de [ser] mujer”.12 Otros expertos 

consideran que la incorporación de esta figura en una ley especializada es un avance importante para abatir el 

fenómeno de violencia feminicida que se vive en un país que, hasta 2017, encabezaba el índice de feminicidios 

en Latinoamérica, con 13.5 casos por cada 100,000 habitantes.13 

El Salvador es un botón de muestra de la integralidad con que debe atenderse el ciclo de violencia feminicida. 

Los censos en ese país muestran que 5 de cada 10 mujeres han sufrido violencia psicológica y emocional a lo 

largo de su vida, lo que convierte a estas agresiones en el tipo de violencia más común que sufren las mujeres, y 

cuyos efectos pueden conducir al suicidio. 

La trascendencia de este fenómeno ha llevado a ese país a conducir la investigación de suicidios de mujeres 

conforme a los protocolos utilizados para casos de feminicidio. Este cambio institucional, sin embargo, no ha sido 

suficiente para lograr un cambio en el tratamiento de casos de violencia contra las mujeres y de prevención de 

feminicidios pues, como lo explican organizaciones civiles, las autoridades suelen minimizar la violencia 

psicológica por considerar que solo la violencia física amerita atención. El desinterés institucional genera que las 

víctimas “no crean meritorio denunciar su caso ante las autoridades”-como lo explican organizaciones que 

combaten la violencia de género-,14 lo cual permite que el ciclo de violencia continúe. 

Por supuesto, estos vicios no son exclusivos de El Salvador, sino que son un patrón en un gran número de países 

con altos índices de violencia feminicida, donde las etapas y manifestaciones de la violencia contra las mujeres 

por razón de género no se atienden debidamente para prevenir su continuación o agravamiento; no existen 



 

 
 

políticas de prevención y sensibilización para las y los funcionarios encargados de recibir denuncias y darles 

seguimiento, y Inegi no se destinan recursos suficientes para crear unidades o fiscalías especializadas para la 

investigación de los delitos que forman parte del ciclo de violencia feminicida. 

En México, el Inegi ha reportado en su última Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los 

Hogares (ENDIREH, 2016)15 que 49% de las mujeres mayores de 15 años encuestadas en 2016 manifestaron 

haber sufrido violencia emocional en algún momento de su vida: 10.4% señalaron haber sufrido este tipo de 

violencia en el ámbito escolar; 10.6% en el ámbito laboral; 14.6% en su comunidad y 8.1% al interior de su 

familia. En este último ámbito, la violencia emocional superó en porcentaje a la violencia física, sexual y 

económica o patrimonial. 40.1% de las mujeres encuestadas señalaron haber sufrido violencia emocional por 

parte de su actual o última pareja a lo largo de la relación; casi el doble del porcentaje reportado respecto del 

segundo tipo de violencia más recurrente: la económica o patrimonial. 

Asimismo, las mujeres encuestadas señalaron que, en los 12 meses previos a la realización de la encuesta, el 

59.6% de las agresiones sufridas en su casa fueron de tipo emocional, superando en más del doble a cualquier 

otro tipo de agresión física, económica o sexual. Finalmente, destaca que la violencia emocional sufrida en dicho 

período de tiempo es mayor en el grupo etario de mujeres de 15 a 24 años de edad, con un 30.1% de mujeres de 

esa edad encuestadas. 

Obstrucción de justicia previa y posterior a un feminicidio 

El feminicidio de Abril Pérez Sagaón el 25 de noviembre de 2019 -fecha en que se conmemora el Día 

Internacional de la Eliminación de la Violencia contra la Mujer-, presumiblemente ordenado por su esposo, 

nuevamente hizo cuestionar la efectividad del sistema judicial para proteger a las mujeres víctimas de violencia 

y para prevenir la continuación de los ciclos que concluyen con el asesinato de miles de mujeres por razón de 

género. 

Abril Pérez no solo murió a manos de su feminicida, sino de una estructura judicial incapaz de prevenir, atender 

y sancionar con perspectiva de género los delitos que a diario sufren miles de mujeres en las calles y en sus casas. 

11 meses antes de su asesinato, Abril fue brutalmente golpeada por su esposo con un bate de béisbol mientras 

dormía. Antes, había comentado a sus amigos y familiares que su esposo la había atacado en distintas ocasiones. 

Sin embargo, durante el proceso judicial por las lesiones causadas en enero de 2019, el juez de la causa determinó 

que no se había actualizado la hipótesis de una tentativa de feminicidio, y clasificó la conducta como violencia 

familiar. Dos meses después de estar en prisión preventiva, el probable responsable fue liberado, lo que 

presumiblemente le permitió planear y ordenar el feminicidio de Abril, para después huir a los Estados Unidos. 

El caso de Abril es un botón de muestra de la violencia institucional que sufren miles de mujeres víctimas de 

violencia, quienes no solo ven minimizadas sus denuncias, sino que son expuestas a continuar sufriendo 

agresiones en distintos ámbitos de su vida cotidiana, por parte de sus parejas, familiares, jefes, compañeros de 

escuela o trabajo o por personas desconocidas. 

La impunidad que existe en estos casos debe sancionarse de manera efectiva, tanto para frenar la continuación 

del ciclo de violencia feminicida, como para cambiar el mensaje de impunidad que reciben otros sujetos que 

observan que un potencial feminicidio no tendría consecuencias. 

En este sentido, se propone sancionar de manera más grave las conductas que afectan la procuración e impartición 

de justicia en casos de violencia feminicida. Si bien los delitos contra la administración de justicia ya se encuentran 

tipificados en el Código Penal Federal y los códigos locales, se propone aumentar en una tercera parte las penas 



 

 
 

cuando la obstrucción de justicia ocurra en casos de feminicidio, por considerarse una violación grave de derechos 

humanos. Asimismo, se propone que, una vez determinada la responsabilidad penal por estos delitos, los agentes 

estatales sean destituidos e inhabilitados para desempeñar cualquier otro encargo público. 

Finalmente, destaca la propuesta de sancionar con las penas que corresponden al feminicidio, toda acción que 

afecten la impartición de justicia o la efectividad de las medidas de protección que tenga una mujer, y que a 

consecuencia de ello se produzca su feminicidio, como ocurrió presumiblemente en el caso de Abril Pérez Sagaón. 

Como se desprende de las consideraciones antes expuestas, el Estado Mexicano se encuentra en la obligación 

improrrogable de combatir la violencia feminicida a través de una intervención en las distintas estructuras 

institucionales y sociales que han normalizado la violencia de género contra las mujeres, hasta llegar a los 

alarmantes números de feminicidio que nuestro país registra día con día. 

Esta obligación no solo deriva del ordenamiento jurídico que nos hemos dado en el derecho interno, sino 

fundamentalmente de las obligaciones internacionales adquiridas por nuestro país con la ratificación de los 

tratados internacionales más importantes en materia de prevención y sanción de toda forma de discriminación 

contra las mujeres; tratados que, además, ya han generado sentencias de cortes que han declarado nuestra 

responsabilidad internacional por la ausencia de medidas efectivas para proteger la seguridad, integridad y vida 

de las mujeres. 

Por lo expuesto y fundado, someto a la consideración de esta Soberanía el proyecto de decreto que expide la Ley 

General para la Prevención, Atención, Investigación, Sanción y Reparación del Delito de Feminicidio, para quedar 

como sigue: 

Decreto que expide la Ley General para la Prevención, Investigación, Sanción y Reparación del Delito de 

Feminicidio 

Único. Se expide la Ley General para la Prevención, Investigación, Sanción y Reparación del Delito de 

Feminicidio. 

Ley General para la Prevención, Investigación, Sanción y Reparación del Delito de Feminicidio 

Título Primero 

Disposiciones Generales 

Capítulo Único 

Objeto, Principios y Ámbito de Aplicación 

Artículo 1. La presente ley es de orden público e interés social; sus disposiciones son de observancia general y 

obligatoria en todo el territorio nacional y tiene por objeto: 

I. Establecer un tipo penal único para el delito de feminicidio, así como los tipos penales vinculados a la 

violencia feminicida y sus sanciones; 

II. Determinar las acciones que permitan prevenir, investigar, perseguir y sancionar los delitos asociados a la 

violencia feminicida, así como distribuir las atribuciones que correspondan a las autoridades federales y locales, 

y las formas de su coordinación; 

III. Establecer las medidas de reparación integral para las víctimas de la violencia feminicida; y 



 

 
 

IV. Sancionar toda acción u omisión que implique la obstaculización de la justicia por parte de autoridades de 

los tres niveles de gobierno. 

Artículo 2. Todas las autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias, están obligadas a promover, 

respetar, proteger y garantizar el derecho de las mujeres y las niñas a una vida libre de violencia feminicida, de 

conformidad con los principios y normas de derechos humanos reconocidos constitucional y convencionalmente. 

En el cumplimiento de estas obligaciones, las autoridades observarán los siguientes principios: 

I. Igualdad y no discriminación por razón de sexo o género: Implica un deber por parte de las autoridades 

de todo nivel o ámbito de gobierno, de generar abstenerse de realizar cualquier acto u omisión que genere 

distinción, exclusión o restricción en el goce y ejercicio de los derechos de las mujeres y niñas a una vida libre 

de violencia feminicida por razón de su sexo o identidad de género o cualquiera otra categoría prohibida por el 

artículo 1o constitucional; 

II. Pro-persona: Máxima que obliga a las autoridades a favorecer a las personas la protección más amplia de 

sus derechos humanos, a través de una interpretación extensiva de las normas que reconocen y garantizan 

derechos humanos, y una interpretación restrictiva de aquellas que los restringen o limitan; 

III. Progresividad: Implica el deber que tienen las autoridades, en su respectivo ámbito de competencia, de 

generar las condiciones jurídicas y materiales para el desarrollo expansivo del derecho humano de las mujeres 

a una vida libre de violencia feminicida, de manera que se logre extender su ámbito de protección. 

Correlativamente, el principio de progresividad impide la reducción de dicho ámbito de protección ya 

reconocido; 

IV. Perspectiva de género: Enfoque que las autoridades de todo nivel y ámbito de gobierno deberán 

implementar en el desarrollo de políticas y acciones de prevención, atención, investigación y sanción de la 

violencia feminicida, así como en su reparación integral. Este enfoque obliga a una actuación libre de 

prejuicios, estereotipos, ideas y concepciones que impliquen una situación de subordinación o desventaja en 

las relaciones entre mujeres y hombres o que contribuyan a perpetuar la violencia, discriminación y desigualdad 

que sufren las mujeres y niñas en razón de su sexo, género, identidad de género o cualquiera otra condición de 

vulnerabilidad; 

V. Debida diligencia: Se refiere a la obligación que tienen las autoridades de actuar de manera oportuna, 

efectiva, imparcial y libre de prejuicios en la prevención, atención, investigación, sanción y reparación de las 

conductas que generan y constituyen violencia feminicida, ya sea que estas se cometan por servidores públicos 

o por particulares. La vulneración a este principio constituye una forma de discriminación y la violación del 

derecho de las mujeres y niñas a gozar de igual protección frente a la ley; 

VI. Libertad y autonomía de las mujeres y niñas: Implica el deber de las autoridades de todo nivel y ámbito 

de gobierno de adoptar acciones y decisiones que promuevan, protejan y respeten las libertades y autonomía 

de las mujeres y niñas con el fin de erradicar cualquier forma de opresión, discriminación y violencia basada 

en su sexo o identidad de género, especialmente aquella que las expone a la violencia feminicida; y 

VII. Interés superior de las niñas, niños y adolescentes: Constituye la obligación de las autoridades de 

privilegiar el bienestar de las niñas, niños y adolescentes en toda decisión y actuación que tomen, garantizando 

en todo momento el goce y ejercicio pleno de sus derechos humanos y la protección más alta cuando sean 

víctimas directas o indirectas de violencia feminicida. 



 

 
 

Artículo 3. Esta Ley es aplicable tanto en el ámbito federal como en el local, a fin de llevar a cabo las acciones 

de prevención, atención, investigación, sanción y reparación integral del delito de feminicidio consumado o en 

grado de tentativa, así como de otros delitos asociados a dichas conductas. 

Artículo 4. Para el debido cumplimiento e interpretación de esta Ley, a falta de disposición expresa, se aplicará 

supletoriamente la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, la Ley General de 

Víctimas y el Código Nacional de Procedimientos Penales. 

Título Segundo 

Violencia Feminicida 

Capítulo I 

Definición 

Artículo 5. De conformidad con el artículo 21 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia, se refiere a la forma extrema de violencia de género contra las mujeres, producto de la violación de 

sus derechos humanos, en los ámbitos público y privado, conformada por el conjunto de conductas misóginas que 

pueden conllevar impunidad social y del Estado y puede culminar en homicidio y otras formas de muerte violenta 

de mujeres. 

Capítulo II 

Feminicidio y Suicidio Feminicida 

Artículo 6. Comete el delito de feminicidio quien prive de la vida a una mujer por razones de género. Se considera 

que existen razones de género cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

I. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo; 

II. A la víctima se le hayan infligido lesiones o mutilaciones infamantes o degradantes, previas o posteriores a 

la privación de la vida, o actos de necrofilia; 

III. Existan antecedentes o datos de cualquier tipo de violencia en el ámbito familiar, laboral, escolar o 

comunitario por parte del sujeto activo en contra de la víctima, aunque no se haya denunciado previamente; 

IV. Exista o haya existido entre el sujeto activo y la víctima una relación de pareja, sentimental, afectiva o de 

confianza, con o sin convivencia en el mismo domicilio, o bien, el primero haya intentado establecer o 

reestablecer una relación personal con la segunda; 

V. Existan datos que establezcan que hubo amenazas relacionadas con el hecho delictivo, acoso o lesiones por 

parte del sujeto activo en contra de la víctima; 

VI. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a la privación de la vida; 

VII. El cuerpo de la víctima sea depositado, arrojado, expuesto o exhibido en un lugar público; 

VIII. El hecho ocurra en el ámbito de las relaciones familiares, ya sea que el agresor comparta o no el mismo 

domicilio con la víctima; 



 

 
 

IX. El hecho pretenda justificarse por razones de honor, reputación familiar, creencias religiosas, usos 

comunitarios, costumbres o por conductas que a juicio del sujeto activo se consideren inmorales; 

X. La mujer se encuentre en situación de prostitución, explotación sexual o trata de personas; 

XI. El hecho sea parte o consecuencia de la actividad de un grupo delictivo organizado, u ocurra en el contexto 

de situaciones de conflicto armado, guerra o emergencia; 

XII. La víctima se encuentre en la línea de fuego del sujeto activo, cuando este tratare de privar de la vida a 

otra mujer; 

XIII. La mujer sea privada de la vida por razón de su actividad política, social o de defensa de derechos 

humanos, para inhibir, obstaculizar o impedir su ejercicio, no solo en perjuicio de la víctima sino también de 

otras mujeres; y 

XIV. Exista una relación de subordinación o una circunstancia de discriminación resultante de una relación 

desigual de poder del sujeto activo sobre la víctima. 

A quien cometa el delito de feminicidio se le impondrá una pena de cuarenta a sesenta años de prisión y de 

quinientos a mil días multa. 

Artículo 7. Quien induzca, presione, obligue o preste auxilio a una mujer para que cometa suicidio, será 

sancionado con una pena de veinte a cuarenta años de prisión, cuando concurra alguna de las siguientes 

circunstancias: 

I. Que previamente al suicidio existan antecedentes de cualquier tipo de violencia de género señalados en la 

Ley General, del sujeto activo en contra de la víctima; 

II. Que entre el sujeto activo y la víctima exista una situación de supra-subordinación derivada de relaciones 

desiguales de poder del primero sobre la segunda, en el ámbito público o privado; 

III. Que la víctima se encuentre en una situación de riesgo derivada de la violencia de género ejercida en su 

contra, o en condición de vulnerabilidad motivada por su origen étnico o nacional, edad, discapacidad, 

condición socio-económica, de salud, religión, orientación sexual o cualquiera otra categoría prohibida por el 

artículo 1o constitucional. 

Artículo 8. Se sancionará con pena de cuarenta a sesenta años de prisión, al servidor público que entorpezca, 

obstaculice o retire injustificadamente las medidas de protección otorgadas a una mujer víctima de violencia; que 

se desista de la acción penal o que libere al probable responsable de los delitos contra la libertad y el normal 

desarrollo psicosexual, violencia familiar, lesiones o cualquier otro que constituya un tipo de violencia de género 

en términos de la Ley General, cuando como consecuencia la mujer sea víctima de feminicidio o suicidio 

feminicida. 

Artículo 9. De conformidad con las disposiciones penales aplicables, la tentativa de feminicidio o suicidio 

feminicida se configura cuando el sujeto activo exterioriza su voluntad de cometer estos delitos a través de actos 

encaminados a privar de la vida a una mujer por razón de género, o para que cometa suicidio en los términos 

señalados en los artículos 6 y 7, sin que dichos delitos lleguen a consumarse por causas ajenas a la voluntad del 

agente. 



 

 
 

Adicionalmente a los supuestos previstos para los delitos de feminicidio y suicidio feminicida, las lesiones o 

mutilaciones infamantes o degradantes, incluidas aquellas que se produzcan por el uso de sustancias corrosivas, 

inflamables o ácidos que tengan por objeto privar de la vida a una mujer por razón de género, configurarán 

tentativa de feminicidio o suicidio feminicida, según corresponda. 

Toda forma de comisión de los delitos de feminicidio o suicidio feminicida en grado de tentativa, se sancionará 

con una pena que podrá ir de la mitad a las dos terceras partes de la que correspondería al delito consumado. 

Artículo 10. Para la determinación de la tentativa de feminicidio o suicidio feminicida y su punibilidad, se 

seguirán las reglas aplicables del Código Penal Federal y los códigos locales de cada entidad federativa para este 

grado de comisión del delito. 

Todos los actos preparatorios y la conspiración para cometer el delito anterior se castigarán con pena de entre un 

tercio y la mitad a la correspondiente al delito o pena similar. 

Artículo 11. Las penas previstas para los delitos de feminicidio y suicidio feminicida se aumentarán en una tercera 

parte cuando: 

I. La víctima sea una niña, adolescente, mujer adulta mayor o persona incapaz, sujeta o no a la patria potestad, 

custodia o tutela del sujeto activo; 

II. El delito se cometa estando presentes los descendientes o ascendientes de la víctima, o cualquier persona 

menor de edad; 

III. La víctima se encuentre en una situación de vulnerabilidad que, además del género, esté motivada por su 

origen étnico o nacional, la edad, las discapacidades, la condición socio-económica, las condiciones de salud, 

la religión, las opiniones o ideología política, la orientación sexual o cualquiera otra que vulnere su dignidad 

humana; 

IV. Se trate de una persona migrante, refugiada, desplazada o víctima de desastres naturales; 

V. La víctima se encuentre embarazada; y 

VI. El delito lo cometa un servidor público, directamente o con su participación o aquiescencia. 

VII. Que la víctima se encuentre en una situación de vulnerabilidad además del género, que esté motivada por 

su origen étnico o nacional, la edad, las discapacidades, la condición socio-económica, ideología u opiniones 

políticas, la orientación sexual, las condiciones de salud; sea una persona migrante, refugiada, desplazada, 

Artículo 12. Los delitos previstos en esta Ley no admitirán atenuante o excusa absolutoria alguna. 

Artículo 13. La imposición de penas y medidas de seguridad se determinará siguiendo las reglas previstas en el 

Código Penal Federal y en los códigos penales de las entidades federativas. 

Capítulo III 

Penas Accesorias 

Artículo 14. Además de las sanciones previstas en este título, el sujeto activo perderá todos los derechos con 

relación a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio. 



 

 
 

Artículo 15. Además de los supuestos previstos en el Código Civil Federal y en los códigos civiles de las 

entidades federativas, la patria potestad sobre los menores hijos se perderá por resolución condenatoria que 

determine la responsabilidad penal del sujeto activo por el delito de feminicidio o suicidio feminicida consumado 

o en grado de tentativa, aun cuando la víctima no sea su cónyuge, concubina o haya existido entre ambos una 

relación afectiva o de pareja. 

La autoridad jurisdiccional que conozca del caso valorará si la persona sujeta a proceso penal representa un riesgo 

para la integridad física y psicológica de sus menores hijos, en cuyo caso ordenará la suspensión provisional de 

los derechos derivados de la patria potestad y la guarda y custodia. Asimismo, ordenará a las autoridades 

correspondientes la atención alimentaria y psicológica de los menores, garantizando en todo momento el interés 

superior de la niñez. 

Título Tercero 

Derechos de las Víctimas 

Capítulo Único 

Víctimas Directas e Indirectas 

Artículo 16. Las víctimas directas e indirectas de los delitos de feminicidio y suicidio feminicida tienen los 

siguientes derechos: 

I. A recibir un trato digno por parte de las autoridades que integran el sistema de procuración y administración 

de justicia, lo cual implica también la protección de su bienestar físico y psicológico, su vida privada y 

seguridad personal; 

II. A acceder a los medios procesales y de justicia para denunciar la comisión de los delitos previstos en esta 

Ley; 

III. A recibir asesoría y representación jurídica especializada y gratuita, desde el inicio de la investigación de 

los delitos y hasta la reparación integral y adecuada del daño; 

IV. A participar en todas las etapas del procedimiento penal; 

V.  A comunicar al Ministerio Público y demás funcionarias y funcionarios encargados de la investigación de 

los delitos, sobre cualquier información, dato o antecedente que contribuya al desarrollo del procedimiento 

penal; 

VI. A presentar sus pretensiones a las autoridades judiciales, quienes deberán valorarlas de forma completa, 

objetiva e imparcial, antes de resolver sobre los hechos, las responsabilidades penales, las penas y la reparación 

del daño; 

VII. A acceder a los recursos judiciales y medios de defensa que resulten procedentes para combatir todo acto 

u omisión por parte de las autoridades que esta Ley contempla; 

VIII. A que se considere cualquier circunstancia que las coloque en una situación de vulnerabilidad, tal como 

la situación migratoria, de refugio o desplazamiento; las discapacidades; la edad; la condición socio-

económica; si se encuentra legítimamente privada de la libertad o en cualquier situación de reclusión; o si vive 

en lugares con conflictos armados, amenazados por la delincuencia organizada o en situación de desastre; y 



 

 
 

IX. A la confidencialidad de la información que proporcione, con el objeto de garantizar que los hechos y 

circunstancias del delito no sean conocidos por personas ajenas al procedimiento judicial, y que los detalles 

más íntimos no sean hechos de conocimiento público, sin su consentimiento. 

Artículo 17. Las hijas e hijos menores de edad de las víctimas de feminicidio o suicidio feminicida tendrán 

derecho a la protección del Estado en todo lo referente a su seguridad alimentaria y al seguimiento de su bienestar 

físico y emocional. 

El Ministerio Público y las demás autoridades encargadas de la investigación de los delitos y la administración 

de justicia, deberán adoptar medidas especiales para evitar su victimización secundaria. Para ello, deberán contar 

con especialistas en el manejo y trato de menores de edad, así como recibir apoyo de las dependencias Federal y 

locales, según corresponda, encargadas de la protección e integridad de la familia. 

Toda entrevista o interrogatorio que se practique a las hijas o hijos menores de edad de la víctima, deberá 

realizarse por las personas especialistas a que se refiere el párrafo previo, o por la autoridad judicial que designe 

la ley. Toda diligencia en la que deban intervenir menores de edad se llevará a cabo en estricto cumplimiento de 

la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, la Ley General de Víctimas y los tratados 

internacionales de protección de los derechos humanos de la niñez y la adolescencia, de los que el Estado 

Mexicano sea parte. 

Artículo 18. Con el fin de evitar toda forma de victimización secundaria, el Ministerio Público, así como el 

funcionariado público encargado de la investigación y administración de justicia deberá adecuar los 

procedimientos que lleve a cabo, a las necesidades de las víctimas. 

Título Cuarto 

Reglas Aplicables a la Investigación y Persecución de los Delitos 

Capítulo I 

Competencia 

Artículo 19. Corresponde a las autoridades federales la investigación y persecución de los delitos previstos en 

esta Ley, cuando: 

I. Se señale a un servidor público federal como probable responsable; 

II. Se dicte sentencia o resolución de un organismo o corte internacional de protección de los derechos 

humanos, cuya jurisdicción se encuentre reconocida por nuestro país en virtud de tratados internacionales en 

materia de derechos humanos de los que sea parte, por la cual se determine la responsabilidad internacional del 

Estado Mexicano por defectos u omisiones en la investigación, persecución, enjuiciamiento o sanción de los 

delitos previstos en esta Ley; 

III. El Ministerio Público de la Federación ejerza la facultad de atracción para la investigación y persecución 

de los delitos previstos en esta Ley, cuando el probable responsable sea un servidor público estatal o municipal, 

o cuando el caso revista relevancia social; 

IV. Durante la investigación de los delitos, se encuentren indicios sobre la participación o ejecución de los 

mismos por parte de personas cuya pertenencia o colaboración con organizaciones de la delincuencia 

organizada se encuentre acreditada. 



 

 
 

La víctima, su representante legal o asesor jurídico podrán pedir al Ministerio Publico de la Federación que inicie 

o solicite la carpeta de investigación de los delitos previstos en esta Ley, cuando se actualice alguno de los 

supuestos establecidos en este artículo. Toda negativa a dicha solicitud deberá estar fundada y motivada. 

Artículo 20. En los casos no previstos por el artículo anterior, la investigación, persecución, enjuiciamiento y 

sanción de los delitos, corresponderá a las fiscalías de las entidades federativas. 

Artículo 21. Cuando el sujeto activo o probable responsable de los delitos aquí previstos sea miembro de las 

Fuerzas Armadas o la Guardia Nacional, el proceso penal deberá sustanciarse ante tribunales civiles federales por 

tratarse estos delitos de violaciones graves de derechos humanos. 

Capítulo II 

Principios y Deberes Generales de la Investigación 

Artículo 22. La investigación de los delitos previstos en esta Ley se guiará por los siguientes principios: 

I. Igualdad y no discriminación; 

II. Respeto a la dignidad humana; 

III. Perspectiva de género; 

IV. No revictimización; 

V. Independencia e imparcialidad judicial; 

VI. Profesionalismo; 

VII. Objetividad; 

VIII. Debida diligencia; 

IX. Prevención; 

X. Privacidad; y 

XI. Respeto del debido proceso. 

Artículo 23. El Ministerio Público tendrá las siguientes obligaciones a fin de asegurar la integridad de la 

investigación y la protección de las víctimas durante el procedimiento: 

I. Investigar todo asesinato o muerte violenta de mujeres como un probable feminicidio, aplicando para ello un 

protocolo de investigación específico apegado a los estándares más altos de protección de derechos humanos 

en esta materia; 

II. Determinar la existencia de antecedentes de violencia de la persona señalada como responsable en contra de 

la víctima, aun cuando no hubiera denuncias previas; 

III. Asegurar la inmediata y exhaustiva búsqueda e identificación de la víctima o sus restos; y 



 

 
 

IV. A fin de garantizar la aplicación de la perspectiva de género durante la investigación, valorar el contexto 

en que se cometió el delito y los elementos subjetivos vinculados a las razones de género incluidas en el tipo 

penal. Respecto del contexto, el Ministerio Público deberá tomar en cuenta si la muerte violenta de la mujer 

ocurrió con motivo de una desaparición forzada o en medio de un escenario de conflicto; mientras que, respecto 

de los elementos subjetivos de la víctima, deberá valorarse que esta sea una niña, una mujer adulta mayor, con 

discapacidad, indígena, afromexicana o de cualquier otro grupo étnico oprimido, migrante, transexual o cuya 

orientación sexual la ubicara en una situación de vulnerabilidad; y 

V. A solicitar a las autoridades judiciales que conozcan del caso las medidas necesarias para garantizar la 

asistencia, protección y reparación del daño a las víctimas directas e indirectas del delito, sin perjuicio de que 

ellas, su representante o su asesor jurídico soliciten directamente dichas medidas. 

Artículo 24. Durante la investigación de los delitos previstos en esta Ley quedará prohibida: 

I. La aplicación de soluciones alternas al procedimiento penal, como los acuerdos reparatorios, cualquier forma 

de conciliación o mediación o la suspensión condicional del proceso que pueda tener por objetivo la extinción 

de la acción penal; 

II. La aplicación del criterio de oportunidad; 

III. El desistimiento de la acción penal; y 

IV. La conmutación de penas. 

Artículo 25. De conformidad con el artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la 

comisión del delito de feminicidio consumado o en grado de tentativa, ameritará la imposición de prisión 

preventiva oficiosa, la cual deberá de ser dictada por el juez de control en los términos del Código Nacional de 

Procedimientos Penales. 

Artículo 26. La persecución de los delitos previstos en esta Ley, el ejercicio de la acción penal en contra de las 

personas probables responsables y la ejecución de sanciones son imprescriptibles. 

Capítulo III 

Protocolos de Investigación 

Artículo 27. El Ministerio Público de la Federación y las fiscalías de las entidades federativas deberán crear 

protocolos de investigación de los delitos de feminicidio y suicidio feminicida apegados a los estándares de 

protección de derechos humanos más alto. Dichos protocolos deberán garantizar el principio de debida diligencia 

y contendrán, como mínimo, las siguientes obligaciones: 

I. La investigación de la muerte violenta de una mujer deberá iniciarse partiendo de la hipótesis que se trata de 

un feminicidio o, en su caso, un suicidio feminicida; 

II. La investigación de los delitos previstos en esta Ley iniciará de manera oficiosa y de manera inmediata, tan 

pronto como el Ministerio Público tenga conocimiento de una noticia criminal de feminicidio o suicidio 

feminicida, ya sea que esta se presente a través de denuncia, querella, informe anónimo, llamada telefónica o 

cualquier otro medio. En esta fase, la investigación tendrá la finalidad de determinar la ocurrencia del hecho y 

la identificación de los probables responsables. No se requerirá que la querella sea presentada por familiares o 

conocidos de la víctima para dar inicio o continuidad a las labores de investigación; 



 

 
 

III. Para la debida investigación de los delitos y la preservación de la cadena de custodia de todos los indicios, 

evidencias, objetos e instrumentos del hecho delictivo, el Ministerio Público deberá coordinarse con las 

autoridades federales, estatales y municipales competentes, así como con los cuerpos de policía o de seguridad 

pública correspondientes, institutos de medicina legal, ciencias forenses y demás órganos auxiliares en la 

procuración de justicia. 

El Ministerio Público tendrá la obligación de coordinar la intervención de los cuerpos de auxilio que 

intervengan en la escena de los hechos, a fin de evitar la colisión de competencias, la contaminación de la 

escena o la alteración de las evidencias físicas y otros materiales probatorios; 

IV. Las y los funcionarios que realicen actividades de investigación y policía judicial deberán realizar de 

inmediato las diligencias urgentes, a fin de evitar la pérdida o degradación del material probatorio derivado de 

la escena donde se halle el cuerpo de la víctima. Se entiende por diligencias urgentes, todas aquellas que 

permitan la inspección del lugar, la inspección del cadáver, las entrevistas y los interrogatorios necesarios para 

determinar las hipótesis del hecho delictivo; 

V. Las y los funcionarios que practiquen las diligencias urgentes deberán identificar, recoger, embalar 

técnicamente y registrar los elementos materiales probatorios y la evidencia física que encuentren. Asimismo, 

deberán registrar por escrito las grabaciones de las entrevistas e interrogatorios que practiquen; 

VI. El levantamiento del cadáver de la escena del hallazgo, y su posterior necropsia médico-legal, deberán ser 

practicadas por funcionarios técnicos en criminalística y medicina forense o, en su defecto, por el personal de 

los hospitales públicos. Las evidencias recaudadas, incluidas aquellas que se recolecten por medios electrónicos 

como cámaras fotográficas o de video, deberán ser sometidas rigurosamente a la cadena de custodia; 

VII. La divulgación indebida de las fotografías, videos y demás elementos que den cuenta del material 

probatorio recolectado, serán sancionados penalmente, de conformidad con lo establecido en esta Ley y el 

Código Penal Federal, o los correspondientes de las entidades federativas, para los delitos cometidos por 

servidores públicos en contra de la administración de justicia; 

VIII. Las y los funcionarios encargados de la investigación de los delitos deberán recuperar toda la información 

relacionada con los hechos que precedieron o fueron concomitantes al feminicidio, tales como los registros de 

denuncias de violencia previas por parte de la víctima; grabaciones de cámaras de seguridad de la vivienda de 

la víctima, los lugares que frecuentaba o donde fue vista por última vez; la intromisión arbitraria, ejercicio de 

la fuerza o afectación de la libertad e intimidad de la víctima, a través de medios electrónicos, vía telefónica, 

celular o sus redes sociales; 

IX. Como parte de diligencias urgentes que deben llevar a cabo, los funcionarios encargados de la 

investigación, deberán establecer reuniones periódicas de evaluación, a fin de conocer avances y definir las 

líneas de investigación. Estas reuniones iniciarán después de transcurridas 24 horas de conocida la noticia 

criminal y continuarán cada 72 horas. Los resultados de las reuniones deberán informarse a la o el fiscal 

encargado del caso, para que asuma la dirección, coordinación y control de la investigación. 

Título Quinto 

Reparación Integral del Daño 

Artículo 28. La reparación del daño que se otorgue a las víctimas debe ser adecuada, efectiva, rápida, 

proporcional y transformadora. 



 

 
 

La reparación integral comprende la restitución de los derechos, bienes y libertades de las víctimas; la 

satisfacción; las garantías de no repetición; una indemnización compensatoria por el daño moral, material e 

inmaterial sufrido y, cuando sea posible, la rehabilitación física, psicológica y social. 

Artículo 29. Corresponderá al responsable de los delitos el pago de la indemnización y costos de rehabilitación 

de las víctimas. 

La autoridad judicial que conozca del caso ordenará el decomiso y aseguramiento de los bienes necesarios para 

garantizar el pago de los conceptos establecidos en el párrafo previo. El registro, aseguramiento y decomiso de 

los bienes necesarios para otorgar la reparación del daño, se llevará a cabo de conformidad con lo establecido en 

el Código Nacional de Procedimientos Penales y, en lo aplicable, en la Ley General de Víctimas. 

Artículo 30. Con independencia de la indemnización y gastos de rehabilitación que corresponda cubrir a la 

persona responsable del delito, el Poder Ejecutivo Federal y de las entidades federativas, según sea el caso, 

proveerán los recursos suficientes para sostener las necesidades alimentarias, educativas, de vivienda y salud más 

urgentes e inmediatas, así como las demás prestaciones para el bienestar físico y psicológico de las hijas e hijos 

menores de edad, o que dependieran económicamente de la víctima de feminicidio o suicidio feminicida; así como 

de otros dependientes económicos, cuando sean personas adultas mayores, o que tengan alguna discapacidad o 

enfermedad que los incapacite para el trabajo. 

Estos recursos deberán destinarse también cuando los bienes de la persona responsable del delito no sean 

suficientes para dar cumplimiento a lo ordenado por la autoridad judicial para la reparación del daño. 

Los recursos deberán ser ejercidos por la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas o las instituciones análogas 

de cada entidad federativa, dependiendo del ámbito competencial en que se haya sustanciado el caso. 

Artículo 31. Las víctimas directas e indirectas de los delitos previstos en esta Ley se considerarán sujetos 

prioritarios en los programas sociales de empleo, financiamiento para el autoempleo, becas educativas, acceso a 

instituciones educativas públicas, pensiones, salud y bienestar vigentes o que implemente el Gobierno Federal o 

los correspondientes de las entidades federativas cada ejercicio fiscal. 

Título Sexto 

Responsabilidad Penal y Administrativa de los Servidores Públicos 

Artículo 32. Se aumentarán en una tercera parte las penas de prisión y multa que correspondan por los delitos 

contra la administración de justicia cometidos por servidores públicos encargados de la investigación y 

persecución de los delitos previstos en esta Ley, su procesamiento y la ejecución de medidas de seguridad y penas. 

Los delitos contra la administración de justicia cometidos por servidores públicos se definirán conforme las 

conductas enlistadas en el artículo 225 del Código Penal Federal, tratándose de los casos de feminicidio y suicidio 

feminicida que conozca el Ministerio Público de la Federación, en los supuestos previstos por esta Ley. 

Los delitos contra la administración de justicia cometidos en casos de feminicidio y suicidio feminicida que 

conozcan las fiscalías de las entidades federativas, se perseguirán conforme a las conductas previstas en los 

códigos penales locales, aumentando la pena en términos del párrafo primero de este artículo. 

Artículo 33. Además de las penas que se impongan conforme al artículo anterior, los servidores públicos 

responsables por la comisión de delitos contra la administración de justicia, serán destituidos de su encargo e 

inhabilitados para desempeñar cualquier otro empleo, cargo o comisión públicos. 



 

 
 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los 90 días naturales posteriores a su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

Segundo. Los tipos penales de feminicidio y demás tipos análogos o relacionados con la violencia feminicida que 

estén vigentes en el Código Penal Federal y los códigos penales de las entidades federativas en el momento de la 

publicación de esta Ley, continuarán produciendo sus efectos para aquellas conductas típicas realizadas con 

anterioridad a su entrada en vigor. 

Tercero. En un plazo de 90 días naturales posteriores a la publicación de esta Ley, los Congresos de las entidades 

federativas deberán adecuar sus ordenamientos penales en los términos establecidos por esta Ley, respecto de los 

tipos penales vinculados a la violencia feminicida, consumada o en grado de tentativa; y aquellos que se cometan 

por servidores públicos en contra de la administración de justicia. 

Cuarto. La Fiscalía General de la República y las fiscalías de las entidades federativas deberán diseñar y publicar 

sus Protocolos para la Investigación de Casos de Feminicidio y Suicidio Feminicida, en un plazo de 90 días 

naturales posteriores a la entrada en vigor de esta Ley, tratándose de la Federación, y de las modificaciones a las 

legislaciones penales realizadas por los Congresos de cada entidad federativa. 

Quinto. El Poder Ejecutivo Federal y de las entidades federativas deberán realizar las previsiones presupuestales 

necesarias para la operación del Fondo de Reparación del Daño para las víctimas directas e indirectas de los 

delitos de feminicidio y suicidio feminicida, en el ejercicio fiscal posterior a su entrada en vigor. 

Notas 

1 Países de América Latina, el Caribe y España. Los países de América Latina estudiados son Honduras, Santa 

Lucía, El Salvador, Trinidad y Tobago, República Dominicana, Bolivia, Guatemala, Brasil, México, Uruguay, 

Paraguay, Argentina, Panamá, Colombia, Perú, Venezuela, Costa Rica, Anguila, Dominica y las Islas Vírgenes 

Británicas. 

2 Observatorio de Igualdad de Género de América Latina y el Caribe. Información disponible en: 

https://oig.cepal.org/es/indicadores/feminicidio  

3 Instituto Nacional de Estadística y Geografía, Comunicado de Prensa Núm. 27/21, 26 de enero de 2021. 

4 Ídem. 

5 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso de la Masacre de La Rochela vs. Colombia, 11 de mayo de 

2007, pár. 156. 

6 Ibídem, pár. 158. 

7 Cfr. Oficina Regional para América del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 

Modelo de protocolo latinoamericano de investigación de las muertes violentas de mujeres por razones de género 

(femicidio/feminicidio), pp. 22 y 23. 

8 Ibídem, p. 23. 

https://oig.cepal.org/es/indicadores/feminicidio


 

 
 

9 Ídem. 

10 Ídem. 

11 Cfr. Ibídem, p. 26. 

12 BBC News, “Violencia contra la mujer: qué es el suicidio feminicida y por qué El Salvador es el único país 

de América Latina que lo condena”, 20 de noviembre de 2018. Disponible en: 

https://www.bbc.com/mundo/noticias-america-latina-45883882  (Consultado el 1 de diciembre de 2020)  

13 Ídem. 

14 Ídem. 

15 Disponible en: https://www.Inegi.org.mx/programas/endireh/2016/#Documentacion  

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 23 de marzo de 2021. 

Diputada María Elizabeth Díaz García (rúbrica) 
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